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Avance y fracaso en el agro colombiano, siglos XX y XXI


 


Resumen


A principios del siglo XX el sector agropecuario era, por un gran margen, el más importante de la economía colombiana en cuanto al valor de su producción, el empleo que generaba y su contribución a las exportaciones. A lo largo del siglo, igual que en el resto de América Latina, Colombia tuvo una buena tasa de crecimiento del PIB y un buen aumento en el nivel promedio del ingreso y en otras medidas del bienestar de la población al mismo tiempo que el país se urbanizaba. Al final del siglo Colombia era ya más urbana que rural y su sector agropecuario, aunque más grande en términos absolutos que a principios del siglo, era mucho menor en relación al resto de la economía. Así, que si se consideran sólo las variables agregadas tales como el PIB y el ingreso promedio el desarrollo de Colombia, el curso del siglo XX fue exitoso.


 Sin embargo, junto con el crecimiento se dieron fallas graves en los aspectos de equidad, justicia y seguridad personal. En el curso del siglo ocurrieron tres grandes olas de violencia que resultaron en cientos de miles de muertos y, especialmente en el caso de la más reciente (desde los años 80 hasta la primera década de este siglo), millones de personas fueron desplazadas a la fuerza. La causa principal de este drama de violencia fue la tierra, su desigual distribución y la falta de un sistema de justicia que asegurara los derechos de propiedad a la misma. Por varios mecanismos, incluyendo la expulsión violenta, muchas familias de bajos ingreso perdieron su tierra y esta pasó a manos de personas con mayor poder político o de grupos armados. La gran concentración histórica de la tierra fue la causa original de una muy alta concentración del ingreso, un aspecto de la sociedad colombiana que se ha mantenido hasta hoy en día. Se han hecho algunos esfuerzos para remediar la desigualdad del control de la tierra, pero ninguno ha dado frutos, así que la desigualdad social se ha mantenido y, tal vez, se ha acentuado a través de los años.
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Progress and Failure in Colombian Agriculture, 20th and 21st centuries


 


Abstract


At the beginning of the 20th century, agriculture was by far the most important sector of the Colombian economy based on the value of its production, the employment that it generated, and its contribution to exports. Like the rest of Latin America, Colombia saw rapid GDP growth, increased average income, and significantly improved indicators of well-being throughout the century. By the end of the century, Colombia was more urban than rural, and although agricultural production was greater than at the beginning of the century in absolute terms, it represented a much smaller proportion of the economy. It can be said that Colombia’s development through the 20th century was a success story if only aggregate variables such as GDP and average income are considered.


 On the other hand, Colombian society had serious failings with respect to equity, justice, and personal security. Over the course of the century there were three major waves of violence that led to hundreds of thousands of deaths, and in the case of the most recent of them (from the 1980s to the first decade of the 21st century), millions of people were forcibly displaced. The principal cause of this violence has been the unequal distribution of land and the failure of the justice system to guarantee rights to land property. Through different mechanisms, many low-income families lost their land, which fell into the hands of armed groups or persons with greater political power. The concentration of land property in the hands of a few was the original reason for an inordinate concentration of income, an aspect of Colombian society that has continued to the present. Several efforts have been made to alleviate unequal control of land, but none has been successful, so social inequality has continued and perhaps even deepened over the years.


Keywords: Rural development, 20th and 21st centuries, agriculture, agricultural policy, rural development, Colombian agricultural sector, gross domestic product.


 






	

Citación sugerida


Berry, Albert. Avance y fracaso en el agro colombiano, siglos XX y XXI. (2017). Bogotá: Editorial Universidad del Rosario.


DOI: dx.doi.org/10.12804/te9789587388367















 


 


Avance y fracaso en el agro colombiano, siglos XX y XXI


 


 


 


Albert Berry


 











	

Berry, Albert


Avance y fracaso en el agro colombiano, siglos XX y XXI / Albert Berry. – Bogotá: Editorial Universidad del Rosario, 2017.


 


xv, 372 páginas -- (Colección Textos de Economía)


Incluye referencias bibliográficas.


 


Agricultura -- Colombia / Política agrícola -- Colombia / I. Universidad del Rosario, Facultad de Economía / II. Título / III. Serie.


 


338.1 SCDD 20


 


Catalogación en la fuente – Universidad del Rosario. Biblioteca


 


JDA  enero 20 de 2017










 


Hecho el depósito legal que marca el Decreto 460 de 1995


 


 


[image: img01.png]


Colección Textos de Economía


 


©  Editorial Universidad del Rosario


© Universidad del Rosario,


© Albert Berry


© Absalón Machado Cartagena, por el Prólogo


 


 


 


 


Editorial Universidad del Rosario


Carrera 7 Nº 12B-41, oficina 501 • Teléfono 297 02 00


editorial.urosario.edu.co


Primera edición: Bogotá D.C., junio de 2017


 


ISBN: 978-958-738-834-3 (impreso) 


ISBN: 978-958-738-836-7 (ePub)


ISBN: 978-958-738-835-0 (pdf)


DOI: http://dx.doi.org/10.12804/te9789587388367


 


Coordinación editorial: Editorial Universidad del Rosario


Traducción: Rodrigo Taborda Ríos


Corrección de estilo: Claudia Ríos


Montaje de portada y diagramación: 
Precolombi EU-David Reyes


Desarrollo ePub: Lápiz Blanco S.A.S.


 


Hecho en Colombia
Made in Colombia


 






	

 


Los conceptos y opiniones de esta obra son de exclusiva responsabilidad de sus autores y no comprometen a la universidad ni sus políticas institucionales.


 


Todos los derechos reservados. Esta obra no puede ser reproducida sin el permiso previo por escrito de las instituciones editoras.













Autor



Albert Berry


 


Es economista de la Universidad de Western Ontario, PhD en Economía de la Universidad de Princeton. Desde 1974 se desempeña como profesor emérito de Economía la Universidad de Toronto (Canadá) y, desde el 13 de mayo de 2014, como profesor honorario de la Facultad de Economía de la Universidad del Rosario (Colombia).


Ha sido profesor visitante en las Universidades del Estado de Pensilvana (Pennsylvania State), de Stanford, de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales –Flacso– de Quito, de la Universidad del General Sarmiento de Buenos Aries y, en Colombia, de las Universidades de Los Andes, Nacional y del Rosario en Bogotá, y EAFIT en Medellín.


Igualmente ha sido profesor asociado de las Universidades de Yale y de Western Ontario y Director Asistente del Centro de Crecimiento Económico de la Universidad de Yale. Así mismo, ha fungido como asesor económico de la Fundación Ford; de la Organización Internacional del Trabajo, del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo Estrategias para Reducir la Pobreza en América Latina y el Caribe, de la Misión de Empleo en Filipinas, del Programa de Desarrollo Rural del Instituto África-América y de la Misión Musgrave de Finanzas Publicas de Bolivia. También ha sido Director del Programa de Apoyo en América Latina de la Pequeña y Mediana Empresa y de la Comisión Económica para América Latina –CEPAL–, de la Misión de Recursos Humanos de Pakistán.


En Colombia ha sido Director Científico de la Misión Agropecuaria en 1988 y Miembro del Consejo Directivo de la Misión Rural, llevada a cabo entre el 2014 y el 2016.


Es miembro de la Asociación Canadiense de Estudios para Latinoamérica, de la Asociación de Estudios Latinoamericanos y de la Asociación Económica Canadiense.


Ha realizado y dirigido numerosos estudios sobre crecimiento económico, pobreza, desigualdad, así como sobre el papel de las pequeñas y medianas empresas y las políticas agrícolas y de desarrollo agrícola y rural. Cuenta con más de 60 artículos publicados en revistas internacionales especializadas y ha sido autor o coautor de alrededor de 90 libros y capítulos en libros, muchos de ellos dedicados a la estructura agraria y la productividad en los países en desarrollo. Además, ha editado once libros sobre sostenibilidad económica, políticas del mercado laboral y distribución del ingreso, entre otros.


En la actualidad, y como parte de su trabajo como profesor honorario en la Facultad de Economía de la Universidad del Rosario publica también un segundo libro: Development of Agricultural Sector of Colombia in to the 1960s.
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El país le debe un agradecimiento especial a un conjunto de investigadores que, con una gran precariedad de información e inconsistencia en las estadísticas disponibles, ha logrado aproximarse a la evolución de variables tan esquivas como los ingresos de los productores agropecuarios, la distribución del ingreso, la productividad de los factores, sobre todo cuando ellas se ponen en el terreno de los pequeños productores agropecuarios.


En ese grupo se han destacado Albert Berry, Miguel Urrutia, Jesús Antonio Bejarano, José Leibovich, Luis Jorge Garay, Jaime Forero, Jaime Tenjo, José Antonio Ocampo, Juan Luis Londoño, entre otros. Solo su lucidez y su compromiso académico les han permitido luchar contra la insuficiencia de la información en las áreas rurales y con la falta de atención a sus planteamientos en las esferas de la política pública. 


Este trabajo de Berry es una muestra fehaciente de ese esfuerzo que merece un reconocimiento de todos nosotros. El profesor Berry debe sentirse, desde ya, homenajeado por su interés en entender las vicisitudes, las ventajas, los desafíos y el sufrimiento que han caracterizado a los pequeños productores colombianos. Este excelente trabajo es una muestra de que se puede profundizar con lo que conocemos sobre una realidad económica y social, que tiene un peso poco reconocido en el panorama nacional.


Y ello no se debe solamente a este estudio, sino a su trayectoria en el análisis de la pequeña producción agropecuaria y la distribución del ingreso. En el caso de Colombia, se recuerda su trabajo pionero, desarrollado con Miguel Urrutia, sobre distribución del ingreso en el país, publicado en 1973, así como el realizado sobre distribución de la tierra, distribución del ingreso y la eficiencia productiva de Colombia, publicado por el Food Research Institute. También el realizado con William R. Cline, sobre ­“Estructura agraria y productividad en los países en desarrollo”, publicado en 1979, entre muchos otros. 


El estudio que hoy nos presenta es una buena síntesis y sistematización de sus reflexiones y trabajos anteriores sobre las ventajas de las pequeñas explotaciones agropecuarias en relación con las más grandes, en términos de desarrollo económico y social. Esas ventajas hacen de ese sector de la economía agrícola un elemento estratégico para el desarrollo, pues contiene muchas virtudes y potenciales que el autor detalla suficientemente en este libro. 


Su análisis es robusto, así como los fundamentos teóricos utilizados para mostrar las diversas ventajas de ese tipo de explotaciones agropecuarias, en especial en sociedades rurales como la colombiana, donde la pequeña producción tiene una larga tradición, no apreciada ni valorada como se lo merece. Es igualmente robusto en mostrar las fallas de mercado y de Estado que explican la poca relevancia dada a la agricultura familiar en las políticas públicas. 


El punto esencial de este texto es la revalorización de este tipo de agriculturas en nuestra sociedad y la demostración de su potencial para apoyar apuestas de desarrollo rural que busquen una sociedad más equitativa e inclusiva. Todo su análisis, argumentos y datos van en la dirección de consolidar su tesis principal: “es poco probable que exista otra estructura agraria cuya eficiencia sea comparable a la de la agricultura familiar”.


El texto abunda en detalles sobre las estadísticas existentes acerca de pequeños agricultores, productividad, pobreza, políticas públicas, distribución del ingreso, estructura agraria, salarios rurales, institucionalidad pública, evolución de la agricultura colombiana y otros. En lugar de referirme a esos temas en detalle, quiero destacar, sin entrar necesariamente a hacer comentarios respecto de todas ellas, algunas afirmaciones polémicas del profesor Berry y que sugieren temas para la investigación y el debate en la coyuntura actual, por su relación con las posibilidades del desarrollo de la agricultura familiar.


 


a) ¿Será que el Acuerdo de La Habana logra en su implementación abrir un espacio sólido para que surja un poderoso y sólido movimiento político (un partido poderoso) de izquierda o centroizquierda que tome las banderas de los intereses de la población que no pertenece a las élites y que alcance a ser exitoso? 


b) La estructura agraria colombiana es bimodal, y esa bimodalidad se ha acentuado desde los años sesenta.


c) La Reforma Rural Integral es un proyecto viable políticamente, pero es marginal su propuesta sobre el Fondo de Tierras. En realidad, se trata de una versión moderna del Desarrollo Rural Integrado (DRI) sin reforma agraria. 


d) Por razones de obstáculos políticos, “Colombia nunca va a tener una reforma redistributiva y el correspondiente éxito rural como los países del sureste asiático”. 


e) La pequeña agricultura evidencia un comportamiento impresionante en el aumento de la productividad de la tierra y “contradice rotundamente la idea de que es un sector sin del dinamismo necesario para constituir un motor de crecimiento del sector y del país”.


f) Dado que la gran agricultura usa poca mano de obra, “es difícil y tal vez imposible que […] juegue un papel positivo en la reducción de la pobreza en el país”.


g) La historia del conflicto de tierras y la injusticia en Colombia llevan a preguntarse ¿cuál es el impacto a largo plazo de que un porcentaje significativo del ingreso y de la riqueza esté concentrado en las manos de personas con bajos estándares morales, incluyendo los traficantes de droga, los que despojan tierras y los burócratas corruptos? ¿Cómo, a partir de esto, se puede construir una cultura y un sistema político sano? 


 


Estos temas son una pequeña muestra de las inquietudes intelectuales de Berry, e indican una preocupación más allá de la economía agrícola, pues se sitúan en la arena política y en el duro cuestionamiento hecho en diferentes partes de su texto al comportamiento de las élites rurales, políticas y al Estado mismo, por conducir el país a un modelo de desarrollo fracasado en la solución de los grandes problemas que afectan las condiciones de vida de sus habitantes, especialmente rurales. Por ello reivindica lo rural, la pequeña agricultura y hace duros cuestionamientos a la sociedad de élites civiles dominante en el país. 


Albert Berry es consciente, como muchos de nosotros, que sin un cambio en el sistema político es difícil avanzar en una transformación rural como la que se ha sugerido en el Instituto Nacional de Derechos Humanos 2011, los Acuerdos de La Habana y el reciente informe de la Misión para la Transformación del Campo, coordinada por José Antonio Ocampo. Esa tríada de propuestas está de acuerdo con que la agricultura familiar es fundamental para avanzar en la reestructuración del sector y en la modernización del campo. El país tiene hoy tres propuestas bien fundamentadas, que requieren un espacio político adecuado para que se concreten y tengan como base un acuerdo político que las impulse en sus complementariedades. Por eso, del texto se deriva la idea de que el reto del posconflicto no está solo en implementar los acuerdos de La Habana; se extiende más allá, hasta crear las condiciones para un cambio definitivo en las tendencias, una inflexión de las políticas, empezando por el cambio en el sistema político actual.


No hay nada más oportuno, por eso, que leer con sumo cuidado este laborioso trabajo para entender dónde pueden estar las causas de los desastres que ha vivido la sociedad colombiana, vistos desde el ángulo de la cruda realidad de los pequeños productores, las economías campesinas, su potencial y, en general, desde lo rural y sus relaciones con el resto de la sociedad. 


Esos desafíos son fruto de una realidad, como dice el profesor al final, en el capítulo III: el desafío es enorme, pues consiste en mejorar el ingreso, la productividad, la equidad y eliminar el conflicto por la tierra. Anota que el país ha ensayado casi todo; pero sin éxito. Lo que ha hecho, no lo ha hecho bien, y sectores específicos de la sociedad han entorpecido constantemente cualquier esfuerzo de cambio.


Las características tan beneficiosas de la agricultura familiar, que expresa Berry, se enfrentan, sin embargo, en Colombia a un sistema político corrupto de élites regionales, a una estructura institucional débil y en parte cooptada, a una clase política que poco le interesa la suerte de miles de habitantes rurales, a una estructura agraria convertida en un inamovible de la política agraria, a una minería depredadora y creadora de informalidades, a una ciudadanía urbana ajena a los angustias y sufrimientos de las comunidades rurales, a una globalización con amenazas y oportunidades y a un cambio climático que desafía zonas productivas donde los agricultores familiares han echado raíces. Además, está la presencia de violentos y grupos armados ilegales que siguen amenazando sus pertenencias y su estadía en el campo, y un sistema urbano que tampoco les ofrece nada promisorio a quienes buscan migrar. 


El libro de Berry es una contribución valiosa a la historia de la pequeña propiedad en Colombia, desde 1960. Historia que todavía está por escribirse en todos sus aspectos, más allá de la economía. Y hay bastante información para pensar en esa aventura intelectual, sobre todo con los materiales del conflicto del Centro de Memoria Histórica, los desplazados y el despojo de tierras. 


Su texto es casi un curso de economía agrícola micro; pero está por verse cuál es el comportamiento de AF en una economía protegida o en una abierta, en un conflicto rural armado, en otra sin él, en una con cambio climático, en otra sin él, en una con un Estado fuerte, o con uno débil, en un sistema capitalista menos salvaje que el actual, en una economía donde existe un desarrollo industria dinámico y en otra donde no lo hay, en una economía más digital y otra menos, etc.


Berry le da gran importancia al tema del riego, que es un tema clave para el desarrollo rural y que debería hacer parte esencial de las estrategias que diseñe la Agencia Nacional de Desarrollo Rural. Ello reduciría los riesgos del cambio climático e implica conservar y desarrollar las fuentes de agua, reforestar las cuencas y frenar la deforestación actual en zonas altas, entre otras acciones. Él pone como ejemplo el beneficio del riego cooperativo, lo que es válido si el agua y sus fuentes son un bien público y existen arreglos institucionales apropiados para regular los conflictos. 


También el profesor Berry hace propuestas concretas para el desarrollo de la agricultura familiar, las cuales deben analizarse e incorporarse en políticas públicas con un consenso político para llevarlas a cabo. No podemos quejarnos de la carencia de propuestas, pero sí de la falta de decisiones políticas de hacer lo que se sabe que es necesario para avanzar en una modernidad con justicia y equidad.


 


Absalón Machado Cartagena


Abril de 2017





1. Introducción y teoría


La historia agraria reciente de Colombia se ha desenvuelto en un ambiente de crecimiento económico adecuado. Las tres primeras décadas de la segunda mitad del siglo XX fueron de un rápido crecimiento (5,2 % por año), seguidas por dos décadas más lentas (crecimiento del 3,0 % en promedio) a causa de la crisis regional de los años ochenta y la recesión colombiana de finales de los años noventa. En la primera década del nuevo siglo apareció de nuevo un crecimiento relativamente rápido (con una tasa promedio del 4,1 %). El ingreso per cápita aumentó al 2,0 % anual en la segunda mitad del siglo XX, mientras que en promedio la población crecía un poco más rápido pero a una tasa que declinaba comparada con la máxima de aproximadamente el 3 % alcanzada en los años cincuenta. En cuanto al crecimiento del ingreso per cápita el mejor período (medido en promedios de cinco años) fue entre 1965 y 1979, pero, al usar este criterio, aun la turbulenta década entre 1985 y 1994 parece buena. La volatilidad del crecimiento en Colombia ha sido mucho menor que la de Latinoamérica, no solo durante la “década perdida” alrededor de los años ochenta, sino a lo largo de la mayor parte del siglo (Kalmanovitz & López, 2006, 209). Igualmente, la inflación ha sido más estable en Colombia en comparación con los otros países de la región. Sin embargo, la crisis a finales de los años noventa encontró al país mal preparado para el aumento dramático de la actividad financiera en la era post-Brady, y sufrió la caída más aguda del siglo.


La información estadística referente al crecimiento de la agricultura también indica un desempeño aceptable del sector durante la segunda mitad del siglo XX. La tasa de crecimiento promedio del producto bruto fue entre 3,5 y 3,8 % anual, mientras que la del valor agregado (la medida directa de la contribución del sector) fue más lenta, entre el 3,3 y el 3,5 %. La mayor parte de este crecimiento se explica por el incremento de los insumos —tierra, trabajo y capital—. La eficiencia general, medida por la productividad total de los factores (PTF), avanzó a un ritmo mediocre —probablemente alrededor del 1 % al año (ver el Apéndice A) y explica algo menos de un tercio del crecimiento de la producción—. La productividad de la tierra y de la mano de obra aumentaron a diferentes tasas, según el período considerado.


A pesar del aceptable crecimiento económico presentado a lo largo de la segunda mitad del siglo XX, Colombia entró al siglo XXI con una pesada carga relacionada con la violencia y las muertes en las áreas rurales, un número enorme de personas desplazadas y serios retos en las esferas de empleo y equidad. Todos estos problemas reflejan el fracaso de la política de desarrollo rural, particularmente desde los años setenta, en crear un desarrollo estable, pacífico y equitativo. Entre los muchos factores que han contribuido a este fracaso se cuentan una herencia de muchos años de injusticia y violencia rural, la incapacidad y a veces la falta de interés del gobierno para proteger al ciudadano rural y para implementar una estrategia socialmente sana de desarrollo rural, el surgimiento de grupos guerrilleros y los efectos dañinos de la industria del narcotráfico, igualmente las diferentes reacciones a tales fenómenos, incluyendo el Plan Colombia y los grupos paramilitares.


Como resultado de la interacción de estos elementos históricos, la debilidad política y el infortunio el país ha sufrido un crecimiento agrícola bastante por debajo de lo posible, expulsiones masivas y millones de personas desplazadas y un serio problema de desempleo abierto y disfrazado, obvio en el caso de las personas desplazadas, pero generalizado como efecto indirecto de una migración prematura e involuntaria desde las zonas rurales a las ciudades que inundó algunos segmentos del mercado de trabajo urbano, lo que ha contribuido así a altos niveles de informalidad y desigualdad.


El hecho de que un crecimiento económico relativamente bueno haya coexistido con conflictos de tal naturaleza es parte de la paradoja colombiana, y en particular de su sector agropecuario. La abundancia y variedad de recursos (incluyendo los humanos) ofrecen un fuerte incentivo para invertir y producir. Pero estos incentivos han operado en un contexto en el cual el acceso a la tierra y otros recursos está determinado por un proceso que tiene más semejanzas con la ley de la selva —en que algunos animales son mucho más fuertes que otros— que con un sistema de derechos a la propiedad claramente definidos y de poca desigualdad, el cual podría ­promover la confianza y la cooperación en lugar del conflicto, la deshonestidad, el robo y otros comportamientos perjudiciales.1


Para establecer las causas subyacentes en el éxito y fracaso de la agricultura colombiana hay que responder a las siguientes preguntas:


 


i) ¿Cuál habría sido el paquete óptimo de políticas y la secuencia de éstas a lo largo de varias décadas hasta el siglo XXI? y ¿cuáles de los problemas actuales se hubieran podido evitar?


 


Desde una perspectiva algo distinta podría preguntarse:


 


ii) ¿Cuáles fueron los errores claves de política y/o los elementos de mala suerte en este período, y qué tan cerca al sendero óptimo habría sido posible llegar si cada uno de estos retos hubiese sido enfrentado en forma apropiada?


iii) ¿Cuál es el mejor camino futuro a seguir en términos del desarrollo rural y agrícola en Colombia, partiendo de la situación existente en 2015?


 


Varios aspectos de lo ocurrido recientemente reciben especial atención en este estudio, entre ellos:


 


i) Las fuentes directas del crecimiento agrícola experimentado y la evidencia sobre los determinantes de tal crecimiento (incluyendo las políticas estatales).


ii) La evolución de la estructura agraria, según el tamaño y tenencia de la unidad, el producto, y otros aspectos relevantes.


iii) Las tendencias del gasto público en la agricultura, y sus efectos sobre la tasa de crecimiento de diferentes subgrupos de explotaciones agrícolas.


iv) El papel de la violencia y el desplazamiento.


v) La evolución del empleo agrícola y rural y de la distribución del ingreso y el impacto de la agricultura en las tendencias de la distribución general del ingreso y el empleo.


vi) El impacto de algunos cambios importantes de política, tales como el programa DRI (Desarrollo Rural Integral) y las políticas de mayor apertura a los mercados internacionales (incluyendo el tratado de libre comercio con Estados Unidos) desde los años noventa.


vii) Los cambios de política de la actual administración en el área de restitución de tierras y otras formas de respaldo a los pequeños cultivadores que han sido desplazados y a los agricultores familiares en general.


 


La discusión se enfoca en los aspectos económicos de la agricultura colombiana, reconociendo que los factores políticos son centrales para entender el grado de éxito en cuanto a lo económico. Su desempeño y las políticas coadyuvantes que han contribuido son evaluados no solo a través de lo que llamaré una medida de la “eficiencia económica estrecha” (el impacto de la unidad de producción2 bajo discusión sobre el PIB y su crecimiento), sino también por una medida de la “eficiencia económica amplia” que toma en cuenta otras dimensiones del desempeño económico como el empleo, la desigualdad, el impacto ambiental y la sostenibilidad (Ver Apéndice A para más detalles).


Aunque la historia agraria colombiana está marcada por la maldición de la violencia, el desplazamiento y la muerte, y de hecho es conocida mundialmente por estos hechos, no todo ha ido mal. En algunos aspectos, por lo menos en términos cualitativos, las tendencias han sido las normales y deseables, por ejemplo, los aumentos de la productividad agropecuaria y de los salarios. A la vez, muchas políticas han sido claramente beneficiosas. Por el lado negativo, sin embargo, se cuentan:


 


i) Las citadas fuerzas poderosas subyacentes de la violencia y la injusticia que han inducido el desplazamiento de muchas familias y causado inseguridad física y sicológica en muchas otras.


ii) La corrupción generalizada que ha favorecido a aquellos en posición ventajosa y a costa de los menos favorecidos (y a las unidades agrícolas de gran tamaño o a las que aspiran a serlo a costa de las pequeñas).


iii) Las políticas ineptas, especialmente por no ofrecer un respaldo continuo y eficiente al sector campesino que le habría permitido ser un motor de crecimiento equitativo en el área agrícola.


 


Las fallas citadas han conducido al fracaso más importante de la política agrícola colombiana, su incapacidad de promover adecuadamente el desarrollo del sector agrícola familiar y los grandes costos sociales que esto ha infligido al país. Para interpretar la evidencia relevante a este tema es importante revisar los conceptos teóricos relacionados, junto con la evidencia empírica de Colombia y de otros países, con el propósito final de contrastar el papel que ha jugado este sector con el que hubiera podido jugar. Ha habido mucha discusión sobre la eficiencia de la agricultura familiar de menor tamaño en comparación con las plantaciones comerciales y la ganadería extensiva. Las definiciones pueden ser importantes en este tipo de discusión. Aquí, para simplificar, se categorizan las unidades agrícolas principalmente por su tamaño, y se las compara de acuerdo a varios aspectos de su productividad y de su contribución al bienestar social.


Dos características generales —casi universales— son “la relación inversa” entre el tamaño de la explotación y la productividad de la tierra, y la relación positiva entre el tamaño y la productividad de la mano de obra. Estas dos relaciones juntas señalan una tercera correspondencia de carácter universal: la razón “mano de obra/tierra” disminuye típicamente en forma dramática con el tamaño de la explotación. Aunque estas tendencias son de interés, ninguna de ellas tiene una necesaria conexión con la “eficiencia” tal como se define en la disciplina de economía, ni con otros conceptos teóricos de eficiencia económica o social. El indicador más común en ­economía, y que aquí se llama “eficiencia económica estrecha”, surge de la idea de que una unidad económica se considera eficiente cuando su existencia contribuye a aumentar el PIB, en otras palabras, cuando utiliza sus insumos de una manera más productiva que cualquier alternativa. El indicador que refleja esta definición de eficiencia económica es la productividad total de factores (PTF), o sea, la razón del valor económico de la producción de una firma3 respecto al valor económico de los insumos utilizados (es decir, sus costos de oportunidad). La PTF se calcula normalmente bajo el supuesto de ‘mercados perfectos’, de modo que en el cálculo se pueden utilizar los precios de mercado de los bienes y servicios producidos y utilizados por cada empresa. La Figura 1.1 muestra un escenario típico en cuanto a estas tres relaciones entre tamaño y productividad. Como en el Anexo A, la PTF típicamente no varía mucho según el tamaño;4 podría bajar un poco para tamaños más grandes, caso ilustrado por la curva PTFG, o subir un poco, como lo muestra la curva PTFH. Las otras dos curvas, correspondientes a la productividad de la tierra (PT) y de la mano de obra PL tienen las pendientes normales (negativa y positiva, respectivamente).


 


Figura 1.1. Tamaño de la explotación
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El calculo del PTF no tiene mayores problemas cuando es realista suponer que los mercados de productos e insumos funcionan perfectamente,5 ya que en ese caso los precios de mercado de productos e insumos ofrecen la información necesaria del valor para la sociedad de lo que produce una firma y del valor para la sociedad de los insumos que usa (su costo de oportunidad al no ser aplicados en su mejor uso alternativo). La mayoría de quienes usan este procedimiento reconocen que las estimaciones obtenidas son sólidas solo cuando tal supuesto se acerca a la realidad. Cuando esto no es el caso (casi siempre) estos estimativos sufren de sesgos difíciles de medir (vea Apéndice A). Así, aunque la forma de la relación entre la PTF calculada de esa manera y cualquier otra variable, como, por ejemplo, el tamaño de la explotación, ofrece algunas pistas acerca de la verdadera relación, no puede ser definitivo.


Afortunadamente, el desempeño económico de un productor o grupo de productores puede evaluarse de dos formas distintas: (i) a través de indicadores como la citada PTF, ajustada debidamente para tomar en cuenta otros aspectos fuera de la productividad (por ejemplo, preferencia por el estilo de vida rural), o (ii) basándose en la decisión que hace el productor de continuar su actual actividad o de transferir sus activos productivos a otro uso (supuestamente esperando un mejor retorno). Uno de los indicadores más confiables (tal vez el mejor) de ineficiencia ocurre cuando muchas firmas de un sector transfieren sus recursos a otra actividad.6 Si existen otras opciones disponibles y son preferibles a lo que se hace en la actualidad, una persona racional opta por el cambio. Ya ha transcurrido más de medio siglo desde que autores como Schultz (1994), Lipton (1968) y Manning Nash (1966) desacreditaron el concepto del campesino irracional. Aunque siempre hay cuestiones de grado en tales asuntos, no hay evidencia que sugiera que la refutación hecha por estos investigadores de opiniones antes comunes haya sido equivocada o no sea aplicable a la actualidad. Así que, hasta que aparezca tal evidencia, es de suponer que la mayoría de los pequeños agricultores alcanzan una productividad de los recursos bajo su control igual o superior a lo posible en cualquier uso alternativo a su alcance.


Otra fuente de ineficiencia, que se comenta en mayor detalle en el Apéndice A, es la posibilidad de que un agricultor (empresario) tenga mejores opciones, pero no las reconozca, o sea que esta persona padece de información incompleta (lo cual es diferente de la irracionalidad que lo inhabilitaría para tomar decisiones correctas, aún si tuviera información completa). Esta posibilidad crea un cierto tipo de espacio para que un buen servicio de extensión contribuya a un aumento de productividad por parte de los agricultores en esa situación.


Muchos investigadores han concluido que la mayoría de las diferencias en la productividad de factores entre grupos de explotaciones (por ejemplo, entre categorías por tamaño) se debe a imperfecciones específicas de mercado, incluyendo casos obvios en los mercados de capital y tierras, y casos tal vez menos obvios, en el mercado de la mano de obra (Binswanger et al., 1995). Este estudio del caso colombiano examina especialmente la mano de obra de las unidades agrícolas familiares, e intenta comparar la ganancia a la mano de obra de las explotaciones pequeñas con su costo de oportunidad; esto es un tema clave relacionado con la eficiencia de tales unidades, y al mismo tiempo muy relacionado con la decisión de los agricultores de permanecer en tales actividades.7


Al evaluar el desempeño comparativo de grupos de explotaciones según su extensión otras consideraciones más allá de la maximización del PIB debe tomarse en cuenta, entre ellas, objetivos económicos y sociales. La Figura 1.2 muestra una posible combinación de relaciones entre tamaño y productividad, en un momento dado, para un país como Colombia. La productividad de la tierra disminuye a medida que aumenta el tamaño de la explotación. Midiendo la producción y los factores a precios de mercado, la PTF exhibe una leve tendencia creciente (PTFM). Si se supone que el costo de oportunidad de la mano de obra es menor que su precio de mercado, entonces la PTF muestra una pendiente levemente decreciente (PTFBM). Sin un análisis a fondo del mercado laboral para saber cuál supuesto sobre el costo de oportunidad del trabajo se aproxima más a la verdad no es posible saber si el agricultor más pequeño es un poco menos o un poco más eficiente que el más grande en cuanto a su impacto sobre el PIB (eficiencia económica estrecha). Sin embargo, si se le da alguna importancia al objetivo de reducir la pobreza o de disminuir la desigualdad del ingreso, se podría concluir que la ‘eficiencia socioeconómica’ (eficiencia amplia) de las fincas pequeñas es mayor, como se ve en la curva SS’. Influye en esta conclusión el hecho de que la mayoría (a veces la totalidad) del ingreso de las fincas pequeñas queda en manos de personas de una posición económica mucho más baja que la de los dueños de las fincas más grandes, y que las explotaciones pequeñas generan más trabajo por unidad de tierra. El grado de la pendiente negativa de esta curva depende de la ponderación que se asigna al empleo y la igualdad/pobreza. Lógicamente esta ponderación sería, ceteris paribus, mayor mientras más alta la desigualdad del país y mientras más grande las ventajas en términos de empleo y distribución del ingreso de las fincas agrícolas familiares pequeñas. Partiendo de las grandes desigualdades y enormes diferencias en la creación de empleo entre las explotaciones pequeñas y grandes en Colombia (véanse capítulos 4 y 6), la curva SS’ tendría sin duda una fuerte pendiente negativa.8


 


 


Figura 1.2. Posible combinación de relaciones entre tamaño y productividad
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A medida que la tecnología cambia y permite aumentar la productividad, cada una de las curvas tiende a trasladarse hacia arriba, pero un grupo de agricultores puede experimentar un cambio más grande que otro. Si, por ejemplo, los agricultores grandes se encuentran en mejores condiciones para adoptar una nueva tecnología, su aparición generaría un traslado hacia arriba de cada curva, pero en forma más marcada en el rango de las explotaciones grandes. Una curva que antes tenía pendiente negativa, ahora puede tenerla positiva. En algunos casos las mayores ganancias de productividad de las fincas grandes son transitorias, si, por ejemplo, una desventaja inicial por parte de los pequeños (falta de acceso a crédito para comprar nuevas semillas) no previene la adopción eventual por ellos, pero en otros casos la desventaja puede ser permanente, como cuando las nuevas tecnologías generan mayores beneficios para las empresas grandes gracias a una característica propia de la tecnología. Cuando la curva actual de PTF tiene pendiente positiva, debido a un reciente salto hacia arriba para las explotaciones grandes, surge una pregunta importante, ¿será este hecho un reflejo del acceso sesgado a nuevas tecnologías (en cuyo caso con esfuerzo y con el paso del tiempo la curva de PTF deberá revertir a la pendiente de antes) o podría ser un fenómeno permanente? En el capítulo 6 estas diferencias nos ayudarán a interpretar una parte de la evidencia empírica colombiana.


El no otorgar mucha importancia a las variables laborales en la formulación de la política económica es un aspecto de una falla más general del diseño de la política económica, la de no tomar en cuenta en forma sistemática los factores que contribuyen a la satisfacción humana. Las encuestas de satisfacción o felicidad ofrecen evidencia útil para el análisis de temas como el impacto sobre la felicidad de una mejor distribución del ingreso o un sentido de inclusión entre los miembros de la sociedad.9 Si hay algo claro en lo que nos enseña esta literatura es que para muchas personas tener un trabajo bueno es un elemento primordial para la satisfacción personal. Por otro lado, los sicólogos no dudan de que la identidad de grupo juega un papel central en la vida de la mayoría de la gente. Este tipo de identidad se encuentra con frecuencia en las sociedades rurales inclusivas. Márquez et al. (2007, 71) concluyen que el mercado laboral es uno de los loci sociales en donde las fuerzas modernas de exclusión han agudizado el impacto de la exclusión social.10


La información disponible según el tipo de explotación en Colombia revela un amplio rango en el nivel de eficiencia (sin importar cómo se hace la medición) dentro del universo de las explotaciones. De esa gran varianza total el porcentaje explicado estadísticamente por el tamaño de la explotación varía desde casi cero (el caso de los estudios que no encuentran diferencias en la PTF por tamaño) a una proporción modesta de la varianza total (estudios que encuentran un incremento o disminución de la productividad en función del tamaño), explicada por el tamaño en la presencia de otros determinantes más importantes. En casos en que el tamaño no es un determinante importante de la eficiencia económica estrecha, el país tiene muchas opciones con respecto a la estructura agraria para lograr un buen nivel de la eficiencia amplia. Como esa eficiencia típicamente disminuye con relación al tamaño, bajo este criterio es poco probable que exista otra estructura agraria cuya eficiencia sea comparable a la de la agricultura familiar.



El orden de temas


El indicador principal que se utiliza para medir el comportamiento y el éxito del desarrollo del sector agropecuario es el avance del bienestar económico y social de la población que trabaja en ese sector y, en el grado posible, el impacto de ese desarrollo sobre la población nacional, con énfasis en la población de ingresos bajos y medianos. Así, se tienen que analizar el crecimiento agropecuario (o el impacto del desarrollo sectorial sobre el crecimiento nacional) y la distribución del ingreso agropecuario (o la distribución del ingreso a nivel nacional). La fuente básica de casi todos los fracasos del sector ha sido la altísima concentración de la tierra, así que el capítulo 2 tiene como enfoque la estructura agraria y sus tendencias en el tiempo. El capítulo siguiente revisa los principales elementos de la historia del sector, o sea, su crecimiento agregado, los esfuerzos hacia una reforma agraria que disminuyera en algún grado la concentración de la tierra y las relacionadas injusticias, y la política agrícola en sus otras dimensiones. El tema del capítulo 4 es la pequeña agricultura familiar, sector siempre clave como determinante directo del bienestar de la mayoría de la población agrícola y que contribuyó mucho a ese bienestar durante su cuarto de siglo más exitoso (más o menos 1955-1980), pero que sufrió mucho después por falta de apoyo del Gobierno y por el conflicto vivido durante buena parte de ese periodo. El capítulo 6 visita la política agropecuaria en el curso de ese periodo de fracaso y especialmente la primera década del siglo actual. El capítulo 7 presenta una historia y un juicio de los éxitos y fracasos del siglo pasado y hasta el día de hoy, con enfoque en las trayectorias de ingreso de los pequeños productores y de los asalariados, junto con la evidencia sobre otros determinantes de su bienestar, como la educación, la salud, etc. El último capítulo resume lo anterior, revisa hipótesis sobre las causas de los fracasos y los éxitos y mira hacia el futuro en cuanto a las políticas deseables. Los apéndices presentan información más técnica sobre una media docena de temas, tales como la medición del aumento de la productividad de todos los factores, la teoría detrás de los conceptos de eficiencia, etc.


 


Notas


1 Colombia es famosa por la falta de confianza recíproca entre personas, lo cual no es sorprendente dada su historia de violencia e injusticia. En el World Survey of Values, Colombia ocupa lugares bajos en relación a la mayoría de otros países. A principios de la última década 10,8 % de colombianos respondieron Sí a la pregunta: “En general, ¿cree usted que uno puede confiar en la mayoría de la gente, o, que uno debe tener mucho cuidado cuando trata con otras personas?”. Por contraste, otras nacionalidades respondieron afirmativamente en mayores proporciones: 65 % de los noruegos y los suecos, 36-39 % de los canadienses y los estadounidenses y en el caso de otros países de Latinoamérica, más del 20 % de los mexicanos y los uruguayos. En muy pocos países menos del 10 % de los encuestados respondió afirmativamente, aunque Brasil fue uno de ellos (Bjornskov, 2007, 36-37). A partir de su análisis comparativo entre países, Bjornskov (2007) concluye que los factores que contribuyen a la falta de confianza recíproca incluyen la polarización social expresada por la desigualdad del ingreso y la diversidad étnica.


2 La “unidad” puede ser una explotación, un grupo de explotaciones o todo el sector.


3 O de una unidad económica más grande, por ejemplo, una región.


4 Por ejemplo, Helfand et al. (2015) concluyen a base de su estudio cuidadoso del caso de Brasil que existe o una tendencia marginal al aumento con el tamaño o ninguna relación entre las variables.


5 Un mercado perfecto es aquel en el cual todos los compradores y vendedores pagan el mismo precio y en el cual cada uno de los agentes tiene información completa sobre los bienes y servicios que se intercambian. En la práctica esto requiere competencia pura en cada mercado, por ejemplo, que existan tantos compradores como vendedores de modo que ninguno pueda afectar el precio.


6 Las implicaciones de una imperfección específica en el sector agrícola han sido estudiadas en detalle en el modelo de “exceso de mano de obra”, que se fundamenta en la idea de una oferta excesiva de mano de obra (Lewis, 1954). Bajo las condiciones de ese modelo el precio de mercado de la mano de obra sobrestima su costo de oportunidad y muchas fincas pequeñas parecerían ser ineficientes, aunque no lo son, ya sea en términos absolutos o en relación a las más grandes. Aceptar el supuesto de que el costo marginal de la mano de obra es cero (o muy bajo) es una manera de compaginar los precios de mercado de la mano de obra con el hecho de que estas fincas no dejan de producir.


7 En una situación óptima, el analista tendría información acerca de los posibles usos alternativos del tiempo del agricultor. Un trabajo agrícola que excluye la posibilidad de llevar a cabo también otros trabajos aumenta el costo de oportunidad del insumo laboral dedicado a la finca.


8 La necesidad de darle atención especial a las variables que definen el desempeño de la mano de obra, como el empleo, los salarios, las condiciones laborales, etc., se deriva en parte del hecho de que la mayoría de los Gobiernos no les dan importancia en el diseño de políticas (Berry, 2013). En el apéndice A se presentan detalles al respecto.


9 Estas encuestas ofrecen a quienes se interesan en el crecimiento económico como objetivo de la política varias razones para el optimismo ya que reportan, por ejemplo, una relación positiva a lo largo de la distribución de ingresos entre los niveles absolutos de ingreso y de felicidad (Easterlin, 2001, 468). Pero otro resultado importante, basado principalmente en la evidencia disponible para países industrializados, es que el nivel promedio de satisfacción de un país no aumenta tanto con el incremento del ingreso per cápita a través del tiempo, como ocurre con el aumento del ingreso en un momento; en casos extremos parece que la felicidad promedio no aumenta en absoluto durante un período de crecimiento del ingreso promedio per cápita (Blanchflower & Oswald, 2004, 1359). La escasa evidencia basada en información de países en desarrollo no es concluyente en si este patrón se mantiene entre ellos. Una posible explicación de la notada invariabilidad en el tiempo consiste en que el ingreso relativo es un factor muy importante en la satisfacción para la mayor parte de la gente, lo que hace que el crecimiento económico tenga un aspecto que conlleva un importante impacto de suma cero. Así, por ejemplo, un incremento en la satisfacción de una persona causado por su propio avance económico queda anulado por reducción de esa satisfacción como resultado del avance de otros (lo que de por sí disminuye el estatus económico de la persona). Otra posibilidad es que la tendencia creciente experimentada en la satisfacción de la gente con sus vidas en países en desarrollo, o de un grupo importante de ellos, en el último medio siglo es un avance que se ha debido principalmente a elementos fuera del crecimiento del PIB per cápita, v. gr., la reducción de la pobreza mediante políticas sociales, un incremento en la seguridad económica, mejores condiciones de empleo, o mejoras en cualquier otro determinante no económico de la satisfacción humana. Esta posibilidad destaca la necesidad de entender mejor qué otros factores sociales y económicos pueden estar generando tal efecto.


10 Márquez et al. (2007, 33-35) presentan evidencia sistemática (a partir de las encuestas del Latinobarometer) que la pobreza es vista por la población de Latinoamérica y el Caribe como la principal razón por la cual se sufre de discriminación, en segundo lugar, está la falta de educación y, finalmente, la edad y la “falta de conexiones”. La evidencia obtenida mediante experimentos sugiere que la confianza entre las personas se menoscaba cuando sus niveles de educación son muy diferentes (140).





2. La estructura agraria de Colombia y sus tendencias



2.1 Una mirada amplia a la agricultura colombiana


De igual manera como ocurre en la mayoría de países en desarrollo, la agricultura colombiana fue hasta hace algunos años el sector dominante en términos de producción, empleo y exportaciones. El café facilitó la entrada del país a la economía mundial del siglo XX, lo que ayudó a financiar gran parte del desarrollo industrial posterior.


Vale la pena subrayar cinco características del sistema de control y uso de la tierra que se ha desarrollado desde los años de la Independencia del país (a comienzos de la Gran Colombia):


 


i. Una alta concentración de propiedad o control de la tierra ha sido la norma. Como lo expresan Balcázar y Rodríguez (2013), esta improductiva concentración se debe a imperfecciones en el mercado de la tierra misma y a las políticas de asignación administrativa de las tierras públicas a lo largo de la historia del país.


ii. La utilización de la tierra ha sido en general muy diferente entre las unidades grandes y las pequeñas. Estas se han concentrado en la producción de comida para el consumo propio y para la venta local, mientras que las grandes han explotado la tierra de manera mucho menos intensiva, usualmente en ganadería extensiva. Este contraste tiene sus orígenes en la era colonial.1


iii. Frecuentemente la ambigüedad sobre quien tiene derechos a la tierra ha sido un problema tan extremo como la distribución misma de la tierra. Tal ambigüedad es el resultado de situaciones en las cuales la propiedad todavía no se ha definido jurídicamente, de interpretaciones contradictorias de lo que es correcto o legal, y de la inconsistencia entre la ley y la práctica. La ambigüedad genera conflicto, facilita el desplazamiento y (en el estado actual) hace que la restitución sea difícil. Una importante fuente de ambigüedad es la informalidad, o sea, la falta de un título registrado.2 Esta informalidad resulta de una serie de condiciones, entre ellas la falta de entendimiento del proceso de registro, la falta de incentivos para llevar a cabo el proceso completo, ya que un cultivador que tiene el control de facto de la tierra frecuentemente no ve la necesidad de legalizar a través de un proceso notarial, así como lo difícil del acceso a las notarías y al costo alto de su servicio y la falta de coordinación entre las entidades correspondientes. Esta situación existe desde el siglo XIX.


iv. El control de la tierra ha sido un aspecto del tema más general del control de los factores de producción agrícola, en que el otro insumo importante es la mano de obra. Muchas de las tensiones a lo largo de los años pueden entenderse como un tira y afloje entre los grandes y los pequeños propietarios (y los aspirantes a ambos bandos). También pueden interpretarse como disputas entre la mano de obra y la tierra o el capital, en lo que los que controlan la tierra también necesitan acceso a la mano de obra. De ahí se originaron los debates sobre leyes de vagancia y coerción de la mano de obra, mientras que los trabajadores buscaban mejores condiciones de trabajo, entre las cuales ser dueño de la tierra era para muchos la mejor de ellas.


v. El Estado ha sido un actor importante, en particular porque la mayor parte de la tierra hoy en día explotada con fines agrícolas perteneció en algún momento al dominio público,3 así que el proceso de enajenación de la tierra tuvo muchas implicaciones para la estructura agraria resultante. Había en ese proceso una tendencia general a favorecer a los más poderosos; las pocas excepciones no frenaban esa tendencia general. La implementación de las leyes refleja la limitada capacidad administrativa del Gobierno y las preferencias de los grupos de poder. A veces el Gobierno ha servido de árbitro entre los contendores en las disputas de tierra y temas relacionados.


vi. El comportamiento del Estado ha variado a través del tiempo, en parte porque las opiniones en temas de tierras han sido diferentes entre los partidos y facciones, pero más que todo porque los Gobiernos locales han favorecido más sistemáticamente a los grandes propietarios (o aspirantes a serlo), mientras que los Gobiernos nacionales han tomado posiciones más diversas, en función del partido, la época y la interpretación del impacto de la estructura agraria.


 


Es imposible interpretar la historia agraria en Colombia y los conflictos relacionados y las injusticias sin entender en algún grado la naturaleza del Estado colombiano. Entre sus características históricamente definitivas está el hecho de ser un Estado de élites civiles. Todos los gobiernos, con excepción de los breves intervalos de dos regímenes militares en el curso del siglo XX, han representado en buena parte a estas élites y el país nunca ha tenido un partido poderoso y políticamente exitoso de izquierda o centro-izquierda. En consecuencia, los intereses de la población no perteneciente a la élite han tenido poca presencia en los Gobiernos y en el diseño de las políticas.


Otra característica del elemento Estado está en sus dimensiones históricamente pequeñas y en los correspondientes límites del alcance de sus actividades. Esto se ha debido en parte a la regionalización histórica del país y del peso relacionado de las élites regionales dentro de los dos partidos principales. Durante mucho tiempo la topografía del país dificultaba ciertas funciones que típicamente deben estar en manos del Estado. Una característica significativa adicional de las élites civiles ha sido su poder frente a los militares. Durante algún tiempo las milicias regionales llenaron el espacio natural de una fuerza militar nacional, en cierta forma debido a los conflictos entre partidos (e, indirectamente, entre regiones). Las élites han mantenido su posición de privilegio frente a los militares, limitando su capacidad de involucrarse en el manejo del país o de absorber recursos fiscales. Uno de los resultados de una fuerza militar relativamente débil ha sido la falta de control físico de las regiones fronterizas del país.


En cuanto al agro y la política, para ese sector un Gobierno de élites, inicialmente más que todo de las élites agropecuarias, naturalmente adoptaba como su principal objetivo el promover los intereses de estas, o sea una alta concentración de la tierra, más cualquier otra política que favorecía a ese grupo. Los enfoques de la política han sido en buena parte el simple reflejo de tales intereses de grupo, pero también se explican en algún grado por falta de comprensión del sector campesino o de la pequeña agricultura familiar y falta de reconocimiento de sus cualidades y potencialidades.4 Ni los miembros de la élite ni los tecnócratas del Estado han llegado a un conocimiento a fondo de esta agricultura. Como suele ocurrir en la ’sociología de grupos’, interactúan entre sí y siguen con las mismas creencias, muchos de ellos equivocadas. Este hecho explica la tardía llegada a Colombia (en los años 70) de una apreciación dentro del Estado tal como para permitir un apoyo moderno y útil a algunos pequeños agricultores. Otra característica del agro colombiano, su fuerte bimodalidad entre grandes unidades dedicadas a un grupo de productos y los pequeños responsables por otro grupo (en mayor medida alimentos), hizo que, al apoyarse tecnológicamente a las grandes, ni el Estado ni los gremios a la vez apoyaban a las pequeñas, aunque este resultado fuera indeliberado.5 En este sentido, Colombia contrasta en alto grado con los países arroceros del Asia.


Estas características fundamentales han definido siempre un equilibrio estable del mundo político colombiano y las políticas agrícolas.6 Alrededor de este modelo básico ha habido variaciones a través del tiempo y dentro del espacio ocupado por las élites ha habido conflictos fuertes (especialmente entre los dos partidos históricos). Pero, dados sus intereses comunes en cuanto a la estructura agraria, y en términos más generales su convivencia con una sociedad desigual, es predecible y lógico que las políticas no diferirían enormemente entre Gobiernos que representan una u otra sección de las élites.


En torno a este sistema que por lo general no se encuentra muy lejos de su ‘estado de equilibrio’ con respecto a las políticas económicas y agrarias ha habido una serie de causas internas de discrepancia y una sucesión de eventos más o menos exógenos al sistema que de una manera u otra lo han distanciado de ese equilibrio. Algunos han abogado por una menor concentración del control de la tierra, ya sea bajo argumentos morales (justicia, equidad, etc.) o bajo argumentos económicos (escasez de alimentos porque los pequeños productores no tienen suficiente tierra), o por el propio poder político (grupos de indígenas, colonos, etc.) o por miedo al posible daño que podría resultar al si no se hace nada por los reclamantes de tierras. Pero estos últimos grupos han sido típicamente débiles, no muy bien coordinados e incapaces de mantener una presión fuerte a través del tiempo. Así que eventualmente el sistema ha vuelto a su equilibrio natural.


Es así que las fuerzas centrípetas han sido muy poderosas en Colombia a lo largo del tiempo y las élites nunca han cedido mucho su hegemonía del poder.7 No obstante, hay varias otras fuerzas que intervienen de una manera u otra, haciendo menos previsibles los sucesos de un momento dado. Entre esas fuerzas, durante el curso del último medio siglo se tiene la llegada de la droga y la presión hacia la globalización de la economía. A veces tales factores interactúan entre sí en forma desestabilizante y a veces ocurre lo contrario. En ocasiones un cambio puede tener efectos multiplicadores a través del tiempo y en ocasiones, no. Cada uno de los momentos de posible reforma del agro colombiano se ha caracterizado por uno o más fenómenos de este estilo.


Dada la estructura política y social que se acaba de describir, pueden deducirse dos cosas de importancia para el asunto de reforma agraria:


 


i) Hubiera sido imposible sin un cambio del ‘modelo básico colombiano’ de poder político llevar a cabo una reforma grande de la estructura del sector, dada la ausencia de poderes políticos que apoyaban ese tipo de reforma y debido a que la reforma propuesta había sido siempre idea de alguien de adentro del grupo de las élites.


ii) La probabilidad de disfrutar de un periodo suficientemente largo para implementar cualquier reforma, aunque la reforma fuera bastante limitada, no sería alta dada la naturaleza del aparato político, los cambios de gobierno, las diferencias de punto de vista dentro del grupo de las élites, etc.


 


Este conjunto de condiciones ha dejado las bases para una tendencia a un excesivo optimismo de parte de algunos observadores en cuanto a las posibilidades de una reforma importante y a la vez de interpretaciones equivocadas, o por lo menos incompletas, sobre por qué ciertos programas no han tenido éxito. Así, al tomar literalmente la idea de que el Incora iba a producir una comunidad de pequeños agricultores prósperos en sus proyectos fronterizos el observador estaba jugando con los límites improbables del posible desempeño de tales proyectos, bajo el supuesto de que pocos o ningunos de los contratiempos posibles o probables iban a aparecer en el camino. Por ejemplo, en un caso en que los pequeños productores necesitarían eventualmente la protección del Estado en contra de especu­ladores que buscaban tierras, la creencia de que este iba a jugar ese rol con frecuencia perdía la pista. Es probable que a veces los representantes del Estado hubieran querido desempeñar tal papel de protector pero careciendo de la capacidad; si se mira más a fondo, esa falta de capacidad fue en cierto grado resultado de una decisión que alguien tomó anteriormente. A veces, estando controlados por las fuerzas tradicionales, no interesaba a los representantes del Estado que los pequeños perdieran sus tierras. En otras palabras, la ausencia de un Estado capaz y dispuesto a defender a los pequeños productores ha sido frecuentemente una política deliberada. Si los intereses de las élites se hubieren encontrado bajo ataque, las acciones del Estado habrían sido mucho más decisivas. En esas ocasiones históricas en que las élites agrarias han sentido amenazadas, su reacción ha sido típicamente organizada y fuerte (ver más abajo). Explicar los varios problemas de las áreas fronterizas en términos de la ausencia del Estado no ayuda mucho si la pregunta más básica es ¿por qué esa ausencia?8


Existe un consenso en que el conflicto crónico de las áreas rurales, una de las características notables en el largo proceso de crecimiento agrícola, fue resultado directo de la competencia frecuente por el control de la tierra en un escenario con poca presencia positiva del Estado y, en particular, sin un aparato judicial o administrativo competente para clarificar y adjudicar imparcialmente las peticiones entre reclamantes rivales, lo que se sumó a las rivalidades políticas que fueron aprovechadas por quienes buscaban acceso a más tierra (Cronshaw, 1976). Tanto la persistencia del conflicto, como la debilidad de la presencia del Estado en muchas partes del país contribuyeron a la informalidad y ambigüedad de la tenencia de la tierra, lo que, por su parte, facilitó la acumulación de la tierra por los poderosos, por la fuerza cuando fue necesario, o con artimañas y oportunismo en otros casos. El control relativamente concentrado de la tierra en la mayor parte del país junto con el crecimiento de la población y otros factores dieron pie al surgimiento de conflictos frecuentes por la tierra durante gran parte del siglo XX y constituyó la raison d’être para la creación del grupo guerrillero FARC en los años sesenta.


En el proceso típico de expansión de la frontera, con su consecuente conflicto, los colonos, buscando cómo ganarse la vida y la independencia económica, se establecían en terrenos públicos e iniciaban la producción (por ejemplo, de café, productos comestibles y otros cultivos y animales) hasta que finalmente la infraestructura de transporte aparecía. Las oportunidades de los pequeños productores de lograr independencia estaban limitadas por su incapacidad de adquirir derechos legales de propiedad sobre la tierra. A medida que aumentaba el valor de la tierra los especuladores fueron apareciendo en busca de ganancias. Por tradición, el deseo de acumular grandes extensiones de tierra reflejó cuatro objetivos complementarios: la producción agropecuaria (si no desde el principio, en algún momento posterior), la especulación (llevada a cabo por los “empresarios” de la finca raíz) en expectativas de apreciación del activo, la búsqueda de poder político y estatus social, usados para controlar la burocracia local y los procesos electorales y la consolidación de una amplia y segura oferta de mano de obra. Este último objetivo se logró impidiendo que la tierra llegase a manos de pequeños propietarios, forzándolos en consecuencia a ser aparceros o trabajadores asalariados,9 lo que ayuda a explicar el deseo de los grandes propietarios de adquirir enormes extensiones de tierra, aun cuando el uso inmediato fuera la ganadería de baja productividad10 (Legrand, 1980, 441). Fajardo (2002) señala que esta práctica comenzó en Colombia en los años de la Colonia con la encomienda, que aseguró la propiedad de tierras junto con el acceso a la mano de obra indígena o esclava, una práctica que persistió históricamente mediante diferentes mecanismos que bloquearon el acceso a la tierra para los campesinos y mantuvieron bajos sus salarios.11 Al igual que la democracia electoral en Colombia, el proceso se ha vuelto violento cuando el balance del poder entre las partes en disputa no es muy desigual, sin importar por lo que están peleando. El equilibrio del poder entre los ya grandes (más los aspirantes a serlo) y los pequeños propietarios fue típicamente desigual a favor de los primeros, por lo tanto, en la mayoría de casos y lugares el proceso ha ocurrido sin mucha violencia. En la estructura de la democracia colombiana los grandes propietarios fueron un grupo naturalmente dominante, en especial cuando el país era aún de carácter rural. No obstante, en algunos períodos del siglo XX los pequeños propietarios estaban mejor organizados que de costumbre, hubo más invasión de tierras y existió algún respaldo político para estos productores. El nivel y la forma de tal apoyo dependían de las circunstancias.


Durante las primeras décadas del siglo XX, mientras que el café se establecía en una posición dominante dentro del comercio exterior colombiano, el resto del sector agropecuario estaba compuesto por la ganadería extensiva de gran escala y las pequeñas explotaciones familiares productoras de alimentos para el consumo familiar y la venta en el mercado doméstico. El azúcar era prominente en el Valle del Cauca y el banano en la Costa Atlántica. Hacia la mitad del siglo la agricultura de gran escala estaba pasando por una transición importante, con la expansión de cultivos como el arroz, el algodón, el azúcar y al final la palma africana, con frecuencia en tierras buenas que previamente se habían dedicado a la ganadería extensiva.


Desde los años setenta entra un nuevo elemento, la producción de drogas ilícitas, en primer lugar la marihuana y posteriormente la coca y la amapola (para la producción de la heroína). En consecuencia, surgieron mecanismos de cooperación, de competencia y de conflicto entre la industria de la droga, la guerrilla y los paramilitares —movimiento que al principio surgió como grupo de defensa para proteger a los grandes propietarios de tierras del secuestro a manos de la guerrilla y que se convirtió luego en un grupo de poder independiente caracterizado por una extrema crueldad—. Los ganaderos y los paramilitares frecuentemente colaboraban, pero asimismo tuvieron conflictos, patrón común también entre subgrupos de los contundentes principales. Algunos de los terratenientes se vieron involucrados en la violencia por su asociación con el comercio de drogas, o porque ellos mismos eran paramilitares. Otros participaron en contra de su voluntad, a medida que la agricultura de gran escala comenzaba a estar más vinculada con los autores de la violencia, primero con la guerrilla y más tarde con los narcotraficantes y los paramilitares.12 En cualquier caso, la amplia participación de los ganaderos en masacres y en actos de violencia general ha sido bien documentada, como también lo es la frecuente culpabilidad de los militares y la Policía (Gutiérrez & Vargas, 2014, 14). Gutiérrez y Vargas (2014, 23-25) explican la interacción de los ganaderos con los paramilitares13 como resultado de su combinación de poder y vulnerabilidad. A medida que la insurrección de la guerrilla se intensificaba, acompañada por la extorsión y el aumento de secuestros de ganaderos vulnerables cuyos activos podían ser sujetos a abigeato, un grupo de ellos respondió a la intimidación, ayudado por su influencia política y sus conexiones con las fuerzas armadas legales, cuyos objetivos antisubversivos compartían.


Las últimas décadas pueden verse como parte de un modelo de alta continuidad histórica, aunque los mecanismos de expulsión de colonos han cambiado, los actores son diferentes desde la llegada de la mafia de la droga, los paramilitares y la guerrilla y la última ola de violencia ha generado más desplazamiento que las anteriores.14 La interpretación tradicional de la violencia de los años cuarenta y cincuenta, que se concentra en los “odios heredados” entre los miembros de los dos partidos políticos tradicionales en el contexto de elecciones competitivas, es parcial y descuida algunos de los elementos menos evidentes y más duraderos. En las últimas décadas, el papel de otros factores políticos y económicos parece ser más relevante y más obvia que antes, entre los que se halla la creciente tendencia a incentivar productos de posible competitividad internacional, parte del proceso de globalización y el intento de EE.UU. de buscar soluciones para la crisis de la comercialización y uso doméstico de las drogas en los países de origen.


La experiencia de la región fronteriza de El Caguán (Caquetá) ejemplifica estos cambios a través del tiempo y de acuerdo al contexto. El desarrollo inicial fue resultado de La Violencia de los años 40 y 50, que produjo una concentración de la tierra en las regiones más fértiles del país y un correspondiente desplazamiento masivo de pequeños productores, alrededor de 800 000 según Hough (2011, 1019). La mayoría de ellos migró a áreas urbanas, pero alrededor de 100 000 optaron por colonizar las regiones fronterizas como El Caguán. Limpiaron la selva y se establecieron en pequeñas comunidades lejos del control del Estado, del cual muchos tenían profundas sospechas. Un grupo con enlaces izquierdistas (Hough, 2011, 1020) preocupaba a las élites del país. Bajo el Frente Nacional se estableció el Proyecto de Colonización del Caquetá con el intento de estabilizar la región a base, entre otras cosas, de una distribución por el Incora de tierras baldías. Esto terminó haciendo lo contrario, dado que el Incora no fijó límites efectivos a la cantidad de tierra que se podría asignar a un beneficiario. A través de ello y otros mecanismos se montó finalmente un sistema de ganadería a gran escala en la región. En el proceso de desplazamiento de los colonos de las tierras que cultivaban, los nuevos reclamantes tenían a su lado las fuerzas políticas y militares del Estado (Hough, 2011, 1021). En 1963 los ganaderos establecieron su gremio, Fedegán, y arguyeron que el ganado de la región era importante como fuente de alimento para la fuerza de trabajo industrial urbana.


Dada la historia personal de muchos de los colonos y la coyuntura de choque y tensión con la gran ganadería era predecible una considerable desafección en la región. Con su creación la ANUC (ver Capítulo 3) cobró mucho respaldo y cuando se bifurcó en los años 70 el terreno estaba apto para la entrada de las FARC (Hough, 2011, 1022). Para este grupo, cuyo liderazgo era casi totalmente campesino, era lógico que se viera a sí mismo como defensor de las comunidades de campesinos, en contra a la intrusión de las élites. Pero su capacidad militar quedaba limitada por la falta de recursos, hasta la llegada de la coca en los años 70. Los pequeños productores aprovechaban este cultivo como complemento a la producción de alimentos básicos, pero recibían precios bajos por su falta de poder de negociación con los intermediarios de la cadena de la cocaína. Según Hough (2011, 1024) las FARC se oponían inicialmente a la producción de drogas por motivos morales y políticos pero, en parte por la presión de los campesinos, cambió su política al respecto y empezó a promover el cultivo y a imponerle impuestos como a cualquier otro ítem.15 Esto le produjo una fuente importante de ingresos y le ayudaba a expandir su poder y sus actividades. Comenzó también a ponerle un precio piso para garantizar a los productores un ingreso adecuado para vivir. Estas dos formas de protección —física y garantía de un ingreso mínimo— aseguraban a la FARC su hegemonía en la región. También hicieron más atractiva esta región a los desplazados del altiplano y a otros pequeños agricultores frustrados con su condición actual.


La llegada de Betancur (1982-1986) a la Presidencia alteró de nuevo el contexto. Al negociar con la guerrilla y establecer el Comité de Colonización del Caquetá para fortalecer enlaces con la economía nacional y así incentivar a los campesinos a producir cultivos lícitos, reducía indirectamente la importancia de la FARC para el campesinado. Pero el próximo presidente, Barco, un aliado de los turbayistas quienes se habían opuesto a este arreglo por sus intereses ganaderos en la región, acabó con esta colaboración. La Asamblea Constituyente estaba ya en pleno funcionamiento, con participación de varios grupos de izquierda. Las FARC tenían interés en participar pero, por ser vistas como el enemigo del Gobierno, no fueron invitadas. Las condiciones del campesinado y la necesidad de una reforma agraria recibieron poca atención en esa asamblea, aunque esta facilitaba una mayor participación política de algunos otros grupos marginalizados como los indígenas (Bergquist et al., 2001).


En este momento las FARC estaban en proceso de retirarse a las regiones de la frontera como el Caquetá. La llegada de una cantidad de inmigrantes entre 1985 y 1993 hizo crecer rápidamente la población del departamento, fortaleciéndose así las FARC. Pero, por otra parte, la apertura ayudó a la ganadería que ahora se convertía de su enfoque tradicional de la carne y las pieles para el mercado local a la leche en polvo para exportación. El Fondo Ganadero ayudó en este proceso de ajuste. Llegó allí la empresa Nestlé para montar procesadores y se buscaban con la industria formas de mejorar la eficiencia. Para el Gobierno de Gaviria la ganadería se hizo un símbolo del valor de su modelo de apertura y con ello se aumentó la importancia de la región de El Caguán desde su perspectiva.


En este momento también le convino a los EE.UU. crear la racional de estar en guerra con narco-terroristas. El presidente Andrés Pastrana (1998-2002) en su versión inicial del Plan Colombia quería buscar la paz con la guerrilla y un desarrollo incluyente, fortaleciendo a las instituciones judiciales y sociales y ofreciendo un incentivo a que las FARC se desarmara a través de un proceso de negociaciones en que se aceptara el control de facto de ellos en la región de El Caguán. Estas negociaciones empezaron a dañarse en 1999, dando impulso a un nuevo plan de ataque basado en las Fuerzas Militares. Aunque ya la producción de cocaína y heroína se había generalizado en el país, entre otros sitios regiones del norte y del centro bajo el control de los paramilitares, este esfuerzo militar escogió como blanco el sureste, aparentemente por razones distintas al control del narcotráfico.16


La militarización de la zona redujo la influencia de las FARC, en parte por las derrotas en confrontaciones directas y en parte porque el retirase a la selva y tener que desplazarse con frecuencia debilitó la confianza en ella de la población. Empezaron a tomarse medidas más extremas para defender los ingresos, entre ellos subir en la cadena de la cocaína, paso que hizo menos importante la producción misma de los campesinos que su participación como soldados. Las FARC tuvieron que hacerse más expertas en asuntos militares, en cuyo proceso perdieron capacidad de proteger a la población local como lo habían hecho en el pasado (Hough, 2011, 1029) y se redujo la ventaja mutua de la relación con el campesinado. El temor de una infiltración por los paramilitares causó un aumento de la violencia en contra de la población local (Gutiérrez, 2004). Ello ayudó a que en las elecciones de 2002 el candidato Uribe pudiera hablar de una guerra contra los terroristas y sus colaboradores.


El desarrollo de la ganadería en la región abrió campo para que los paramilitares asesinaran a no combatientes por ser colaboradores. Hubo también más masacres de las FARC contra los no combatientes. Entre 1999 y 2005 casi 70 000 personas fueron desplazadas a la fuerza, la mayoría terminó en áreas urbanas fuera de la región. Mientras tanto, Fedegán, con aportes del Gobierno central, ayudaba a los productores de cocaína a pasarse a la producción de ganado de doble propósito. A pesar de esta expansión de los pequeños ganaderos, la industria no pudo absorber la mano de obra disponible de los ex productores de cocaína. Cuando Nestlé se negó a pagar extorsión, las FARC lo atacaron y este como respuesta cerró su planta en 2005. Esto generó muchos problemas para los pequeños ganaderos quienes terminaron en buena parte en la capital del departamento, Florencia, y otras ciudades locales.


En resumen, la cadena ganadera tuvo dos fases distintas de desarrollo en la región de El Caguán, una antes de la coca y la otra después. En ambas ocasiones lo hizo a costo del desplazamiento de los colonos, a raíz del conflicto sobre el control de la tierra para uso agropecuario. El Estado tuvo un papel importante, y también lo hicieron las FARC. Estas experiencias fueron típicas de muchas otras regiones en el curso de la segunda mitad del siglo.17


Durante el período que comienza a principios de los años ochenta se presentó un cambio adicional, ya que la tierra se convirtió en un instrumento de guerra (Reyes, 2008) y de poder político en un contexto bélico, así también como un mecanismo para el lavado de dinero del narcotráfico. El control de la política local y el uso de las bases políticas locales para expandir su influencia a nivel nacional fueron alcanzados paulatinamente por los narcotraficantes y luego por los paramilitares,18 en contraste con las élites locales tradicionales cuyas bases políticas estaban concentradas principalmente en la agricultura. Así que la última oleada del conflicto armado no tenía como única ni necesariamente principal razón de ser el conflicto entre los terratenientes tradicionales y los campesinos por el control de la tierra (PNUD, 2011, 191). Sin embargo, en el largo plazo


[...] el corazón de la violencia en Colombia es la lucha por desplazar a los campesinos de la tierra y los recursos, a favor de una casta de grandes propietarios rentistas, que a la vez controlan la máquina de compraventa electoral y las burocracias regionales, que devoran el dinero de la comunidad y la dejan en el atraso (Reyes, 2008, 27, citado por PNUD, 2011, 187).


Este período, de conflicto extremo, que comprende el último cuarto del siglo XX, dejó como legado una disminución del crecimiento agropecuario (aunque este se recuperó para lograr un crecimiento de 2,7 % anual entre 2000 y 2009 (PNUD, 2011, 341) y una creciente concentración de la tierra que llegó a ser una de las más altas del mundo (IGAC–CEDE, 2012). Este último proceso ocurrió más que todo ilícitamente a través del desplazamiento de los pequeños cultivadores, que representaban la mayoría de los millones de personas desplazadas y muchas de las decenas de miles de muertos. La rápida migración del área rural a la urbana que acompañó esta violencia contribuyó a los altos niveles de informalidad urbana y a la desigualdad del ingreso. El siglo finalizó con la recesión más fuerte de todo ese periodo, cuando el PIB se contrajo en un 7 % entre 1997 y 1999 y el PIB per cápita bajó en un 5,5 % entre 1995 y 1999. Entre las causas se cuenta el alto nivel de gastos mandado por la nueva Constitución de 1991 y los gastos inevitables de la guerra civil. Arbeláez et al. (2002) afirman que casi la mitad de la reducción del crecimiento económico entre 1985 y 1994 se debió a la intensificación de la guerra civil y específicamente a las políticas asociadas que resultaron perjudiciales para ese crecimiento, incluyendo el alto gasto fiscal destinado al conflicto. Su análisis para varios países los lleva a la conclusión de que de por sí la violencia y la inestabilidad política (manifestada en la tasas de homicidios y de asesinatos políticos) probablemente no tuvieron un impacto directo significativo, conclusión confirmada por el análisis regional del país que muestra que las regiones relativamente ricas y con altas tasas de crecimiento eran las más violentas.19 En otras palabras, según estos autores, los efectos indirectos fueron los más costosos para el crecimiento económico. Estudios más recientes, con mayor enfoque en los años 90 o un poco más han concluido que de alguna forma la violencia tuvo costos significantes en términos de crecimiento, la mayoría estimando un costo de entre uno y dos puntos porcentuales de crecimiento del PIB durante los peores años.20 De especial interés es el estudio de Cárdenas (2007) que muestra un declive de dos puntos en el crecimiento entre el periodo 1950-1979 y 1980-2000 % y, con base en una comparación con otros países, sugiere que el factor especial de Colombia durante ese segundo periodo fue la violencia y la alta desigualdad. Fuera de su impacto sobre el crecimiento económico, el reciente incremento de la violencia ha tenido un efecto devastador en la vida y bienestar de una gran cantidad de personas (Ibáñez & Vélez, 2007).


Las instituciones colombianas continúan desempeñando papeles diversos en el drama rural, algunos dinámicos y positivos, otros, muy negativos; no han faltado oportunistas dispuestos a aprovechar cualquier situación para llevar adelante sus intereses personales (Estrada & Rodríguez, 2014). Muchas instituciones estatales involucradas en el problema de la tierra han sido muy corruptas. Entre los países con altos niveles de violencia, incluyendo Sudán, la República Democrática del Congo y recientemente Siria, Colombia parece ser aquel donde la lucha por la tierra ha tenido el papel más importante.21 Aunque Colombia es conocida en el mundo como un país de altos niveles históricos de violencia, un fenómeno relativamente fácil de observar y medir, es menos conocido como un país caracterizado por un muy bajo nivel de justicia, ya sea esta medida por el desempeño del sistema policial y judicial, o por la frecuencia de acontecimientos injustos causados por la debilidad de las instituciones involucradas u otros fenómenos políticos y culturales. En Colombia, más que en otros países, la violencia y la injusticia están fuertemente entremezcladas entre sí y con el control de la tierra, ya sea mediante el despojo, el robo, la extorsión, la manipulación legal u otro mecanismo. Estos procesos contribuyen de manera importante a la alta concentración de la propiedad.22 No sería ­sorprendente si el porcentaje de propiedades de gran tamaño adquiridas por medios completamente legítimos (en otras palabras, sin haberse interpuesto hechos de sangre, despojo o cualquier tipo de fraude) se encontrara en un rango entre el 10 y el 25 %, según la definición precisa de legitimidad.23


En resumen, en lo que concierne a la propiedad rural la justicia ha sido muy escasa en Colombia. El Estado o ha sido incapaz o no ha querido prevenir un gran número de injusticias, y con frecuencia las ha facilitado. Las condiciones de los últimos cincuenta años han generado un proceso de la “selección de los menos aptos”, en que muchas de las personas que terminan con títulos de propiedad de la tierra son de baja moralidad, ya que son las más “dispuestas” y “capaces” de hacer lo necesario para adquirir control de la propiedad bajo las circunstancias existentes. La teoría de la evolución nos enseña que la selección favorece a los organismos que mejor se adaptan, así que en una economía en la cual los mercados y el Gobierno funcionan bien, el más económicamente eficiente debe prevalecer. Sin embargo, cuando el mercado y el sistema político fallan, el resultado es esta “selección de los menos aptos”. Como se ha demostrado en muchos países y sociedades, es muy difícil escaparse de un equilibrio de este tipo.24 Al considerar la historia del conflicto de tierras y la injusticia en Colombia, hay que preguntarse cuál es el impacto a largo plazo de que un porcentaje significativo del ingreso y de la riqueza esté concentrado en las manos de personas con bajos estándares morales, incluyendo los traficantes de droga, los que despojan tierras y los burócratas corruptos. ¿Cómo, a partir de esto, se puede construir una cultura y sistema político sanos?


Decir que la historia del sector agrícola colombiano no refleja una lógica socio-económica positiva (es decir, una lógica que busca maximizar el beneficio social a base de los recursos disponibles) sería minimizar el problema. Las últimas tres décadas del siglo XX presenciaron un cambio estructural de la agricultura que se alejó más y más del ideal de un sistema relativamente igualitario de explotaciones familiares pequeñas y medianas. Varios factores influyeron en este desenlace. En primer lugar, muchos de los participantes en las expulsiones forzadas y la apropiación de tierras (en particular los traficantes de droga y los paramilitares) se convirtieron en grandes terratenientes. Segundo, como parte de la tendencia a la mencionada comercialización de la agricultura, grandes negocios agropecuarios legítimos o razonablemente legítimos se expandieron en las tierras recientemente pobladas del Oriente y otras zonas.25 En tercer lugar, aunque con variación entre regiones, productos y períodos de tiempo, en estas décadas la inversión privada y pública en la agricultura fue limitada e inadecuada. Aún más perjudicial para el desarrollo de un sistema robusto de explotaciones familiares, en ese momento o en el futuro, fue la reducción del gasto público en la investigación, el desarrollo y la difusión de nuevas tecnologías a los pequeños agricultores. De esta manera, en términos relativos el sector de pequeños propietarios parece haberse contraído bajo los efectos del desplazamiento forzado, la inseguridad, las etapas de bajos precios y la falta de respaldo de las políticas del Gobierno.


La evidencia disponible pone en claro que la producción a baja escala no es sinónimo de ineficiencia o baja productividad en ningún sentido ­económico relevante. En las unidades productivas pequeñas la tierra alcanza mayor productividad que en las mayores porque se dedican más recursos a productos de mayor valor; mientras tanto, su productividad total de factores (PTF) tiende a no diferir mucho de la de las explotaciones más grandes.26 Cuando sus ventajas en la generación de empleo, la distribución del ingreso y la seguridad alimenticia y económica también se tienen en cuenta, su contribución total al bienestar económico y social es muy superior al de las grandes unidades.27 En un sistema dominado por la agricultura familiar a pequeña escala el producto y el ingreso agropecuario total serían mayores y el ingreso de los agricultores familiares muy superior, lo que es consistente con observaciones como las de Garafo et al. (2012) que aseveran que la alta concentración de la tierra conduce a una estructura productiva ineficiente. Su estudio comparativo (entre regiones) de la correlación entre el acceso a la tierra y la forma de tenencia, por un lado, y el nivel de consumo y del bienestar de la población rural, por el otro, apoya esta conclusión.


El hecho de que las pequeñas explotaciones colombianas tienden a ser competitivas, frente a las de mayor tamaño, en cuanto a la eficiencia económica estrecha (productividad total de los factores), es también consistente con los resultados empíricos del resto del mundo (Lipton, 2009) y con la conclusión general de que las economías de escala son de relativamente poca importancia en la agricultura. La alta productividad de las pequeñas fincas sorprende más que todo a la gente que no está familiarizada con el sector ni con la evidencia de otros países. Colombia tiene dos características que hacen que tal productividad sea aún más notable de lo que sería en otros países: la falta de respaldo para la pequeña explotación familiar en décadas recientes y las peligrosas condiciones bajo las cuales trabajan algunos pequeños agricultores. Incluso así, Colombia comparte la mayor parte de las características básicas que hacen que el camino de la finca familiar sea el más sensato y el más deseable desde una perspectiva económica y social.


La autosuficiencia alimentaria es un objetivo importante, especialmente durante las primeras etapas del desarrollo agropecuario cuando la proporción del producto total que se vende es baja, y en particular para agricultores de bajos ingresos. A medida que aumentan la productividad y las ventas de alimentos de las explotaciones pequeñas esto ayuda a mantener bajo el precio de los alimentos para los consumidores urbanos.28


En un proceso de desarrollo sano, las fincas familiares colombianas habrían incrementado su productividad e ingresos mediante la combinación estándar de inversión pública en infraestructura (carreteras, sistemas de comunicación, servicios de irrigación, etc.), inversión privada en el mejoramiento de la tierra, el riego, la maquinaria si se necesita y, aún más importante, la inversión estatal en investigación, desarrollo y difusión de nuevas tecnologías. En este escenario las fincas familiares gradualmente se vuelven más comercializadas y venden una mayor porción de su producto y compran más insumos.


Mientras tanto, el incremento del ingreso rural agrícola promueve las actividades rurales no agrícolas y en algunas de ellas las mismas familias de las pequeñas fincas participan. Una característica notable de la evolución estándar de los sistemas de explotaciones familiares es esta reducción del porcentaje del ingreso de la familia típica originado de sus actividades agrícolas. En 1960 aproximadamente un 70 % del ingreso de las explotaciones familiares de los Estados Unidos provenía de actividades no agropecuarias. Poco tiempo después este indicador había alcanzado el mismo nivel en Japón (Misawa, 1969). Esta también fue una característica notable de la historia del “crecimiento con equidad” de Taiwán. Recientemente se ha notado que en el proceso de desarrollo del sector agropecuario chino el ingreso familiar crece más rápidamente en las familias con importantes ingresos externos a la explotación (Benjamin et al., 2008). Una implicación importante de este hecho estriba en que, en un escenario de desarrollo sano, la mayoría de los agricultores familiares trabajan con menos tierra de la que necesitarían para lograr su actual nivel de ingreso si todo ese ingreso viniese de la agricultura.


A medida que la productividad aumenta tanto en la agricultura como en el resto de la economía, la participación de la agricultura en el PIB y en el empleo total baja, tendencias que promuevan la transferencia continua de trabajadores de las actividades agropecuarias a las no agropecuarias.29 En términos generales, el indicador más simple de éxito en el desarrollo agrope­cuario es la reducción temprana y rápida de la pobreza, que es una consecuencia directa en el caso de los agricultores de ingresos bajos y una consecuencia indirecta para otras personas de ingreso bajo a través del aumento en el costo de oportunidad del trabajo y la baja en el costo de los alimentos.


De hecho, todas estas tendencias se han presentado en alguna medida en Colombia, ya sea a nivel nacional (la trasferencia de la mano de obra a otros sectores, la reducción de la participación del sector en el PIB) o en las regiones en donde los pequeños agricultores no han sufrido ataques físicos ni han sido muy afectadas por los terribles eventos del último cuarto de siglo. Aunque la productividad y la comercialización de la agricultura familiar han experimentado una evolución satisfactoria en las regiones y periodos más afortunados, esta obviamente no ha sido el caso general.


Es evidente que la violencia rural en Colombia, asociada a las drogas, la guerrilla y los paramilitares, ha llevado a gran sufrimiento y muerte. Y aunque sea una mirada incompleta, dada la naturaleza de la violencia en Colombia, las tasas oficiales de asesinatos ofrecen un indicador cualitativo de tales tendencias. Durante la década de los cincuenta se alcanzó un punto máximo cuando “la violencia” se encontraba en su peor momento y la tasa anual llegó a 50 (por 100 000 personas). Para principios de los años setenta esta tasa había bajado hasta 20, antes de dispararse hasta casi 80 en 1992 (Kalmanovitz & López, 2006, 367) momento en el cual Colombia se convirtió en el país más violento del mundo. Desde entonces la tasa ha disminuido sustancialmente hasta llegar al punto actual cercano a 30.30
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